
ARTICULO 3

AYUNTAMIENTOS,  CABILDOS Y  SOCIEDAD CIVIL POR EL CAMBIO EN LA SANIDAD  

17 de agosto de 2015

El  momento en que se institucionaliza  la  Reforma Sanitaria  en España podría  fijarse  en la
aprobación de la Ley General de Sanidad en el año 1986, por la cual a los Ayuntamientos y
Cabildos se les libera de su obligación  a  la asistencia sanitaria  de la población pobre sin
derecho  a  la  seguridad  social.  Estas  personas  eran  atendidas  a  través  de  los  hospitales
insulares  y   psiquiátricos  así  como  por  los  sanitarios  locales   que  como  inspectores  y
funcionarios de la sanidad local municipal, dependían funcionalmente de los Alcaldes.  

A cambio de eximirles de dicha competencia técnico-asistencial, y que suponía una enorme
carga para las arcas de estas instituciones, se establece su participación en la planificación y
gestión de los recursos sanitarios públicos de salud, en nuestro caso del Servicio Canario de la
Salud, a través de los Consejos de Dirección y de Salud de las Áreas de Salud, de ámbito
insular, así como de los Consejos de Salud de Zona Básica en el nivel municipal. 

Los Consejos de Dirección constituyen una especie de consejo de administración del sistema
público  de  salud  en  la  isla,  con  un  nivel  de  participación  en  la  toma  de  decisiones  muy
importante y poco conocido. La representación de las corporaciones locales es casi paritaria
con el número de vocales del Servicio Canario de la Salud1. Entre las trece atribuciones que la
Ley de Ordenación Sanitaria  de Canarias le otorga  a este Consejo de Dirección destacaría
como ejemplos algunas como: formular el anteproyecto del Plan de Salud del Área; proponer
acuerdos, convenios y conciertos para la prestación de los servicios y el establecimiento de
fórmulas de gestión integradas o compartidas con entidades públicas y privadas; proponer al
Consejo de Dirección del servicio la relación de puestos de trabajo para la administración del
Área;  aprobar el  estado de cuentas y los documentos de la  gestión económica y contable
además del anteproyecto de presupuestos de ingresos y gastos anuales del Área  o, lo que
tendría que ver, por ejemplo con la nueva estrategia para la modernización del modelo de
gestión en el sistema nacional de salud, la Gestión Clínica al considerar la función de  estudiar,
proponer y, en su caso, adoptar medidas para la mejora de la organización y el funcionamiento
interno de las distintas unidades. 

Con el desarrollo del Estado de las Autonomías y la Ley de Ordenación Sanitaria de 1986, no se
optó por la descentralización de la sanidad hacia los municipios, como muchos otros países del
mundo,  caso  de  países  escandinavos,  Italia,  Brasil…  sino  por  su  transferencia  hacia  las
Comunidades Autónomas. A cambio, el Estado le cede poder a las corporaciones locales para
la participación en el proceso de toma de decisiones en la planificación y gestión del Servicio
Canario de la Salud. Sin embargo, esta competencia nunca se ha llegado a hacer realmente
efectiva. Las veces en que se han reunido los Consejos de Dirección ha sido “para cumplir”
pero nunca ha habido verdadera voluntad política de parte de los gobiernos de la Comunidad
Autónoma, ni ha sido demandado por los Cabildos ni Ayuntamientos como manifestábamos en
el  artículo anterior,  para el  ejercicio  de dichas competencias.  Por cierto que esta cuestión
puede ser una referencia para su próximo debate en el seno de la tramitación de la Iniciativa
Legislativa Popular por la defensa de la salud y de la sanidad pública en cuanto a la efectiva
participación  ciudadana  que  sus  proponentes  han  venido  planteando,  como  condición
necesaria en la negociación dentro de la Comisión Parlamentaria en la anterior legislatura. 

1 La participación comunitaria en el Servicio Canario de la Salud. 
http://www3.gobiernodecanarias.org/sanidad/scs/content/3df69e01-358d-11e3-a0f5-
65699e4ff786/DocReferencia8_ParticipacionComunitariaEnElSCS4.pdf



Por tanto consideramos que se debe asumir que las corporaciones locales están  legitimadas  y
son legalmente competentes para intervenir formalmente en un pacto social por la defensa de
la salud y de la sanidad pública con el resto de actores  con representación en los Consejos de
Salud  tales  como  las  organizaciones  sindicales,  sean  o  no  los  acreditados  como
representativos;  los  colegios  profesionales,  asociaciones  de  pacientes,  de  vecinos,
profesionales sanitarios y demás actores representados en los consejos. 

En estos momentos se puede afirmar que una buena parte del camino ya está hecho en el
Proyecto del III Plan de Salud de Canarias 2015-2017 con su expediente culminado y aprobado
por el Gobierno a finales de enero del 2015 y el desarrollo y resultados de las Conferencias
Insulares de Salud referidas. 

Todo este proceso participativo podría culminar con la realización, debate y aprobación de los
anteproyectos de cada uno de los Planes Insulares de Salud en  los Consejos de Dirección y de
Salud de las Áreas y el patrocinio, respaldo y refuerzo de una Conferencia de Salud de Canarias
realizada desde el Consejo Canario de la Salud.

A  partir  de  ahí,  los  partidos  políticos,  en  el  nivel  de  decisión  que  les  corresponda  en  el
Parlamento, tomarán en consideración, podrán realizar aportaciones y, en su caso, aprobar
definitivamente el III Plan de Salud de Canarias como el  comprometido Pacto Social por la
Sanidad.  De ser así, estaríamos siendo protagonistas de una experiencia innovadora a nivel
internacional  y  tecnológicamente  avanzada  de  modernización  de  la  gestión  pública  y  de
gobernanza democrática para la sostenibilidad del sistema sanitario público.
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